Juzgado Nº 08 Secretaría Nº 16

	Nombre del Expediente:“SCALLY CARLOS EDUARDO CONTRA GCBA SOBRE AMPARO”

	Número: A24526-2014/0



 
 
Ciudad de Buenos Aires,   3  de noviembre de 2014.-
 
Vistos: Estos autos en estado de resolver la medida cautelar solicitada.
Y Considerando: I. A fs. 1/30 se presentó Carlos Eduardo Scally DNI 14.868.231, por derecho propio, en su carácter de habitante de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires e interpuso acción de amparo contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires con el objeto de que:
“A) Se declare que el GCBA ha incumplido con su obligación de proteger y de garantizar el derecho a un ambiente sano y equilibrado (art. 26 de la CCABA, 41 CN, ley Nº 123) en relación a la construcción del Corredor del Metrobus Norte en la Av. Cabildo, y del derecho a participar de los/as habitantes (art. 1 CCABA, ley Nº 123).”
B) Se declare la nulidad de la Resolución N 792/2014 del Jefe de Gabinete de Ministros en cuanto aprobó los Pliegos de Bases y Condiciones Particulares que tienen por objeto la contratación de la obra denominada “METROBUS CORREDOR NORTE”, que se desarrollará a lo largo de la Avenida Cabildo entre la Avenida General Paz y la calle Monroe en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Avenida Maipú entre la Avenida General Paz y la calle Villate en el Municipio de Vicente López, Provincia de Buenos Aires; y llamó a Licitación Pública de Obra Mayor Nº 1438 –SIGAF/14 para la construcción de la obra denominada “METROBUS CORREDOR NORTE”, en virtud de:
B.I No encontrarse aprobado por la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires y, por lo tanto, no encontrarse vigente, el Convenio Marco de Colaboración y Cooperación Nº 8/2014 (firmado el 12 de junio) y el Convenio Específico Nº 15.811, ambos firmados entre el GCBA y la Municipalidad de Vicente López.
B.II. Haberse categorizado la obra como de Impacto Ambiental SIN RELEVANTE EFECTO no respetando la ley Nº 123 que dispone que este tipo de obra debe categorizarse como CON RELEVANTE EFECTO y cumplir con cada una de las etapas de Procedimiento Técnico-Administrativo de Evaluación de Impacto Ambiental establecido para esta categorización (arts. 8, 9 y 13 de la ley 123), entre ellas, la convocatoria a audiencia pública.
C) Se ordene al GCBA la paralización de los trabajos constructivos del Corredor del Metrobus Norte.
D) Se ordene al GCBA que en el caso que decida iniciar un nuevo procedimiento Técnico-Administrativo de Evaluación de Impacto Ambiental para las obras del Metrobus Norte categorizada como de impacto ambiental CON RELEVANTE EFECTO se evalúe los efectos de esta obra respecto:
· A las inundaciones de la zona;
· De la demanda y operación de otros servicios de Transporte como el SUBTE;
· De los usuarios por las modificaciones de los recorridos de las líneas del servicio de Transporte Automotor de pasajeros (colectivo);
· De las áreas que dejarán de ser servidas por los colectivos;
· A alternativas de otros modos de trasporte para satisfacer esta demanda.
E) Se ordene al GCBA a realizar una Evaluación de Impacto Ambiental ACUMULATIVA de los efectos de la totalidad del Corredor Metrobus Norte que se localizará a lo largo de la Av. Cabildo entre la Av. Gral. Paz y la calle Monroe en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Av. Maipú entre la Av. Gral. Paz y la calle Villate en el Municipio de Vicente López, Provincia de Buenos Aires, y no solamente el sector correspondiente a la Ciudad de Buenos Aires.” (fs. ½ OBJETO)
Asimismo, en el inciso F) de fs. 2 solicitó el dictado de una medida cautelar con el objeto de que se ordene al GCBA “la clausura de las obras y la paralización de los trabajos constructivos del Metrobus Norte y se suspendan los efectos de la Resolución Nº 792/2014…”
Relató que con fecha 29 de septiembre de 2014 el Jefe de Gabinete de Ministros dictó la Resolución Nº 792/2014 que aprobó los Pliegos de Bases y Condiciones Particulares y de Especificaciones Técnicas que allí se indican, que tienen por objeto la contratación de la obra denominada “METROBUS CORREDOR NORTE” entre las avenidas y calles ya mencionadas.
Indicó que asimismo dicha resolución llamó a licitación pública de obra mayor Nº 1438/SIGAF/2014 para la construcción de dicha obra de 5.37km, cuyo presupuesto oficial, según dijo, ascendería a la suma total de 9.746.343,96 para el día 31 de octubre de 2014 a las 16 hs.
Señaló que entre los considerandos de la mentada resolución Nº 792/2014 se mencionaron los convenios suscriptos entre el GCBA y la Municipalidad de Vicente López (Convenio Marco de Colaboración y Cooperación Nº 8/14 –del 12/06/2014- y el Convenio Específico Nº 15.811 –del 21/08/2014-) como antecedentes para la construcción de la obra denominada “METROBUS CORREDOR NORTE” pero que los mismos aún no habrían sido aprobados por la Legislatura de la Ciudad.
Que si bien el Poder Ejecutivo habría presentado en la legislatura el día 19 de junio de 2014 el proyecto de ley Nº 1617-J-2014 –correspondiente a la aprobación del Convenio Marco de Colaboración y Cooperación Nº 8/2014- el mismo se encontraría radicado en la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales y aún no habría sido aprobado. Por otra parte, según esgrimió, el Convenio Específico Nº 15.811 ni siquiera habría sido remitido a la Legislatura para su tratamiento.
Agregó que, sin embargo, ambos convenios fueron aprobados por el Municipio de Vicente López mediante Ordenanza Nº 33410 que además procedió a publicar el Edicto de Convocatoria a Consulta Pública no vinculante del “Proyecto Metrobus Norte” por el plazo de 5 días hábiles, conforme Boletín Municipal Nº 542.
En cuanto a los convenios celebrados entre la Municipalidad de Vicente López y el GCBA destacó puntualmente que el Convenio Específico Nº 15.811 se suscribió con el objeto de la realización de diversas obras correspondientes al Sistema de Transporte Público denominado “Metrobus Corredor Norte”, encargándose dicha ejecución a la Ciudad de Buenos Aires, y de diversas obras hidráulicas tendientes a mitigar inundaciones a ser ejecutadas por el Municipio de Vicente López. 
Que, según lo dispuesto en la resolución 792/2014, en cumplimiento de dicho convenio tramita la Licitación Pública de Obra Mayor Nº 1438-SIGAF/14 para la construcción de la obra denominada “METROBUS CORREDOR NORTE”.
También destacó que en los considerandos de dicha resolución se menciona que la obra en cuestión fue considerada “sin relevante efecto” por la Agencia de Protección Ambiental. Al respecto, distinguió la categoría: obras SIN RELEVANTE EFECTO, de la categoría: obra CON RELEVANTE EFECTO, ya que sólo para esta última categoría se requiere cumplir con todas las etapas que dispone el artículo 9 de la ley 123, a saber:
a. La presentación de la solicitud de categorización.
b. La categorización de las actividades, proyectos, programas y/o emprendimientos con relevante efecto y sin relevante efecto, según correspondiere,
c. La presentación del Manifiesto de Impacto Ambiental acompañado de un Estudio Técnico de Impacto Ambiental.
d. El Dictamen Técnico.
e. La Audiencia Pública de los interesados y potenciales afectados.
f. La Declaración de Impacto Ambiental (DIA)
g. El Certificado de Aptitud Ambiental.
Además, indicó que según el artículo 13 de la ley Nº 123 se presumen como de impacto ambiental CON RELEVANTE EFECTO:
· Las obras relevantes de infraestructura que desarrollen entes públicos o privados que presten servicios públicos (inciso K).
· Las actividades o usos a desarrollar en áreas ambientalmente críticas (inciso M).
Con respecto a esto último, dijo que otras obras relevantes de infraestructura que se llevaron adelante en la CABA, de menor extensión que la presente (por ejemplo: el metrobús entre la Estación Constitución y la Estación Retiro por la Av. 9 de Julio de sólo 3 km) fueron declaradas CON RELEVANTE EFECTO. 
Asimismo, señaló que la obra en cuestión también constituiría un área ambientalmente crítica según un informe elaborado por la Ing. Civil María Eva Koutsovitis que señala que las obras se encuentran dentro de la Cuenca del Arroyo Medrano y de áreas inundables. Que ello también coincidiría con el mapa elaborado por la Dirección General de Defensa Civil de los cuales surge que el Corredor del Metrobus Norte se encuentra dentro de los sectores susceptibles de anegamiento por precipitaciones.
Destacó que “no someter las obras del Metrobus Norte al procedimiento de Evaluación Técnica de Impacto Ambiental que dispone la ley 123 para los proyectos de Impacto Ambiental con Relevante Efecto resulta ostensiblemente violatoria de los mecanismos constitucionalmente dispuestos para proteger el ambiente urbano y el derecho a ejercer la democracia participativa…”
Citó jurisprudencia de la Sala II de la Cámara de Apelaciones del Fuero en la que se cuestionaba la ausencia del procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental y que consideró aplicable a las presentes actuaciones.
Por otra parte, con respecto a la falta de aprobación por parte de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires de los convenios suscriptos entre el GCBA y la Municipalidad de Vicente López, concluyó que dicha circunstancia torna nula la resolución 792/2014 “…por falta de causa al ser falso el derecho invocado, por violación a la ley aplicable.” (fs. 18 punto II. B.)
Advirtió que el artículo 80 inciso 8 de la CCABA dispone que la Legislatura de la Ciudad“aprueba o rechaza los tratados, convenios y acuerdos celebrados por el gobernador” y que el artículo 104 inciso 3 de dicha norma, establece que el Jefe de Gobierno tiene la facultad, entre otras, de concluir y firmar los convenios con entes públicos municipales de provincias, con la aprobación de la Legislatura.
Señaló que la falta de aprobación por el órgano legislativo constituye una enorme lesión constitucional ya que atenta contra la división de poderes, el control democrático y la democracia participativa.
En el punto III del escrito de inició fundó su legitimación activa para iniciar el presente amparo colectivo como habitante de la CABA, teniendo en cuenta los derechos colectivos en juego (medio ambiente y participación democrática).
Por último, ofreció prueba documental e informativa, confirió autorizaciones, solicitó la inscripción de las actuaciones en el registro de amparos colectivos e hizo reserva del caso federal.
II.- A fs. 59 punto VII, en forma previa a resolver la medida cautelar solicitada, en virtud del artículo 15 de la ley 2145, se dispuso correr traslado al GCBA por el plazo de 5 días. Asimismo, se requirió a la demandada que: a) acompañara las evaluaciones y/o dictámenes técnicos de impacto ambiental que se hubiesen realizado con relación a la construcción de la obra denominada “METROBUS CORREDOR NORTE”; b) informe el estado del proyecto de ley Nº 1617-J-2014 y la existencia de otros proyectos de ley que tengan por objeto o hagan referencia a los convenios suscriptos entre el GCBA y la Municipalidad de Vicente López y c) informara el estado actual de la obra en cuestión.
III.- A fs. 64/128 el GCBA contestó el traslado conferido y acompañó la información solicitada por el tribunal.
En primer lugar, con respecto al interés público en juego, señaló que el dictado de una medida cautelar provocaría un daño en el interés público involucrado en la cuestión ya que es vital para el normal desenvolvimiento de las actividades de la Ciudad que las mismas no sean obstruidas por recursos judiciales que no contemplan la necesaria y constitucional separación de poderes que resulta necesaria para que la ciudadanía confíe en sus autoridades electas y en los procedimientos que las mismas llevan a cabo.
Precisó que la obra a realizarse permitirá optimizar la forma de trasladarse de la población desde la Ciudad a la Provincia de Buenos Aires y viceversa, y de esa manera se descomprimirá el tránsito en un área que por sus características permite la realización de un proyecto como el que se cuestiona en las presentes.
Agregó que las disposiciones del Plan Urbano Ambiental (ley 2930) son observadas en la obra y que las mismas tienen por objeto cumplir con todas aquellas prescripciones referidas al Plan de Conectividad Vial, y posibilitará no sólo –como ya se dijo- descomprimir el tránsito y mejorar la conectividad CABA-Provincia de Buenos Aires, sino que también disminuir la polución existente en las avenidas principales y las calles adyacentes.
IV.- A) En cuanto a la información requerida por el tribunal, con respecto a las evaluaciones y dictámenes de impacto ambiental regulado por la ley local Nº 123, señaló que se encuentran tramitando en el expediente electrónico Nº EX 2014-07409642-MGEYA-DGTALAPRA y que sin perjuicio de prima facie la obra en cuestión es considerada SIN EFECTO RELEVANTE, no se iniciará obra vinculada con dicho proyecto hasta tanto no se encuentre otorgado el pertinente certificado de aptitud ambiental, de acuerdo al procedimiento de evaluación técnica previsto por la mentada ley y demás normativa de aplicación.
Expresó que el Director General de Evaluación Técnica de la Agencia de Protección Ambiental (APRA), refirió en lo sustancial que “…considerando las características de la obra, y en analogía a los proyectos del Metrobus Sur y Metrobus Juan B. Justo, se entiende que si bien durante la etapa constructiva se generarán impactos ambientales negativos, los mismos serán de carácter transitorio durante el tiempo que demande la ejecución de la obra. Asimismo, el proyecto generará impactos ambientales positivos y permanentes, considerando que su objetivo es contribuir a la operatoria ordenada del autotransporte público de pasajeros, para constituir un sistema integrado en red de transporte público, distribuido por las principales arterias de la Ciudad.
Por todo lo expuesto, se entiende que podría resultar categorizado como de Impacto Ambiental Sin Relevante Efecto”
Aclaró que en comparación con la obra del Metrobus 9 de julio, la obra en cuestión presenta no solo una superficie total y envergadura técnica mucho menor respecto de aquella sino que además no involucra el espacio verde. Agregó que incluso en la presente obra se instalará un cantero de hormigón en el centro de la Avenida que tiene un ancho promedio de 1.9 metros con árboles jóvenes.
Por ello concluyó que las características particulares de la obra a la luz de la normativa aplicable permitirían sostener prima facie que el proyecto debería catalogarse como “sin efecto relevante”, concordantemente con lo oportunamente resuelto en los estudios pertinentes efectuados para los proyectos ya finalizados del Metrobus de la Av. Juan B. Justo y el Metrobus Sur.
IV.- B) Por otra parte, con respecto a los convenios celebrados entre el GCBA y la Municipalidad de Vicente López y su aprobación por parte de la Legislatura local, comenzó expresando que la cuestión se rige también por la ley local Nº 2992 por medio de la cual se implementó el Sistema de Tránsito Rápido Diferenciado y en Red para el transporte público masivo por automotor de pasajeros denominado METROBUS DE BUENOS AIRES para todo el territorio de la Ciudad de Buenos Aires.
Agregó que, en dicho marco establecido por la Legislatura local y conforme las facultades propias del Poder Ejecutivo de la Ciudad de Buenos Aires, según surge del artículo 104 incisos 2 y 3 de la Constitución Local, es que resulta concluyente colegir que la implementación del mentado Sistema Integrado de Transporte se está realizando conforme a derecho.
No obstante ello, remarcó que en lo que refiere al Convenio Marco Nº 8/2014 celebrado con la Municipalidad de Vicente López, el mismo ha sido ingresado para su tratamiento a la Legislatura de la CABA y con fecha 28/10/2014 se solicitó al presidente de la Comisión de Relaciones Interjurisdiccionales que proceda a la convocatoria de la reunión de diputados incluyendo en el temario su puesta en tratamiento. En respuesta a ello, en el IF- 2014-15804742-SSTRANS punto 3 ap. B se expresa que se ha convocado a reunión de diputados de dicha Comisión para el día 4 de noviembre de 2014 a fin de darle tratamiento.
Con respecto al Convenio Específico de Colaboración Nº 15.811 suscripto por el Señor Jefe de Gabinete de Ministros del GCBA y el Señor Intendente de la Municipalidad de Vicente López, señaló que no sólo el mismo se concretó en el ejercicio de las facultades ya conferidas por el Convenio Marco (por lo cual no sería más que una derivación de aquél), sino que además no fue suscripto por el Jefe de Gobierno de la CABA y por lo tanto no requiere someterse al procedimiento de aprobación legislativa al que hacen referencia los artículos 80 inc 8 y 104 inc 3 de la Constitución Local.
IV.- C) Con respecto al estado actual de la obra en cuestión, la demandada señaló que, conforme lo informado por la Unidad de Proyectos Especiales Transporte Masivo Buses Rápidos, a la fecha sólo se realizaron tareas previas y complementarias semejantes a las ejecutadas en los corredores del Metrobus “Juan B. Justo”, “Sur” y “9 de Julio”. Agregó que dichas tareas se llevaron a cabo a través de contratos vigentes suscriptos por el Ministerio de Ambiente y Espacio Público (calzadas, veredas, alumbrado público, pluviales) y la Dirección General de Tránsito (semáforos).
IV.- D) Por último, con respecto a la licitación pública de la Obra Mayor Nº 1438-SIGAF/14 para la construcción de la obra denominada “METROBUS CORREDOR NORTE”, informó que la misma fue llamada por Resolución Nº 792/MJGGC/14 que fijó fecha de apertura de ofertas para el día 31 de octubre de 2014, siendo posteriormente prorrogada por la Resolución Nº 872/MJGGC/14 para el día 5 de noviembre de 2014; es decir con posterioridad a la fecha en que, según se informó, se daría tratamiento en la Legislatura al Convenio Marco Nº 8 suscripto con el municipio de Vicente López.
V.-  Así quedaron las actuaciones en estado de resolver.-
VI. En cuanto al remedio intentado –medida cautelar-, cabe señalar que la petición se enmarca en el artículo  15 de la ley local 2.145 y supletoriamente en los artículos 177 y concordantes del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires (CCAyT) –conf. art. 28 de la ley 2.145-.
              El art. 177 del CCAyT establece que las medidas cautelares tienen por objeto garantizar los resultados del proceso. La finalidad es que los mismos no resulten de cumplimiento ilusorio al momento del dictado de la sentencia definitiva.
              El art. 189 del CCAyT contempla la suspensión de la ejecución o del cumplimiento de un hecho, acto o contrato administrativo. Para su procedencia se requiere que dicha ejecución o cumplimiento causare o pudiere causar graves daños al administrado, en tanto de ello no resulte grave perjuicio al interés público (inc. 1); y que el hecho, acto o contrato, ostente una ilegalidad manifiesta, o su ejecución o cumplimiento tuviera como consecuencia mayores perjuicios que su suspensión (inc. 2). El art. 177 del CCAyT agrega que el perjuicio deberá ser inminente o irreparable,  lo cual es equiparable al concepto de “peligro en la demora”.
              La “ilegalidad manifiesta” se relaciona con el concepto de “verosimilitud en el derecho”.
              Es un principio sentado por la jurisprudencia que para hacer lugar a una medida cautelar, a mayor “verosimilitud”, menor necesidad de “peligro en la demora”; y a mayor “peligro en la demora”, menor necesidad de “verosimilitud”. En igual sentido se ha expedido la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, in re “Banque Nationale de París c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/amparo (art. 14 CCBA)”, expte. EXP-6, de fecha 21 de Noviembre de 2000, con cita, a su vez, de la Cámara Contencioso Administrativa Federal, Sala II, marzo 17 de 1997, in re “Pinzón, Jorge E. c/Corte Suprema de Justicia de la Nación, Suplemento de Derecho Administrativo LL 20-02-98, pág. 61. 
              La ilegalidad manifiesta que menciona el artículo 189, sugiere la idea de un acto o hecho administrativo que exhibe una disconformidad con el ordenamiento jurídico en forma ostensible. Se asimila al requisito de verosimilitud del derecho o fumusbonis iuris que no es otra cosa que el “humo de buen derecho” que se exige para la procedencia de una medida cautelar.
              En el mismo sentido, cabe poner de manifiesto que si bien en el supuesto de autos la medida requerida implica resolver, aunque en forma provisoria, sin debate previo una cuestión litigiosa que involucra la resolución de la cuestión de fondo debatida, cierto es que a ello debe contraponerse la posible afectación de derechos esenciales.
VII. En primer término, en cuanto al marco jurídico que rige la presente acción, corresponde mencionar sintéticamente las normas que se vinculan con la pretensión invocada por el actor y que constituyen el marco normativo general de la resolución Nº 792/GCABA/MJGGC/14 impugnada en autos.
En primer término el artículo 41 de la Constitución Nacional dispone: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. 
Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.
Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales.
Por su parte el artículo 26 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires establece que: “El ambiente es patrimonio común. Toda persona tiene derecho a gozar de un ambiente sano, así como el deber de preservarlo y defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.
Toda actividad que suponga en forma actual o inminente un daño al ambiente debe cesar. El daño ambiental conlleva prioritariamente la obligación de recomponer. …”
Asimismo, el artículo 30 de la Constitución local establece: “… la obligatoriedad de la evaluación previa del impacto ambiental de todo emprendimiento público o privado susceptible de relevante efecto y su discusión en audiencia pública”
La ley local Nº 123 sobre el procedimiento técnico-administrativo de evaluación de impacto ambiental, dispone en el artículo 1 que:  “La Ciudad Autónoma de Buenos Aires conforme a los términos del artículo 30 de su Constitución determina el Procedimiento Técnico-Administrativo de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) con el fin de coadyuvar a:
a) Establecer el derecho de las personas a gozar de un ambiente sano, preservarlo y defenderlo en provecho de las generaciones presentes y futuras.
b) Preservar el patrimonio natural, cultural, urbanístico, arquitectónico y de calidad visual y sonora.
c) Proteger la fauna y flora urbanas no perjudiciales.
d) Racionalizar el uso de materiales y energía en el desarrollo del hábitat.
e) Lograr un desarrollo sostenible y equitativo de la Ciudad.
f) Mejorar y preservar la calidad del aire, suelo y agua.
g) Regular toda otra actividad que se considere necesaria para el logro de los objetivos ambientales consagrados por la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.”
Asimismo, el artículo 8 de dicha norma establece que: “Las actividades, emprendimientos, proyectos y programas susceptibles de producir un impacto ambiental de relevante efecto, deberán cumplir con la totalidad del Procedimiento Técnico Administrativo de EIA. Las actividades, emprendimientos, proyectos y programas de impacto ambiental sin relevante efecto, deberán cumplir con las etapas a) y b) del Procedimiento Técnico Administrativo de EIA mediante una declaración jurada, y recibirán una constancia de inscripción automática de parte de la Autoridad de Aplicación de la presente Ley.” (Conforme texto Art. 3º de la Ley Nº 452 BOCBA Nº 1025 del 12/09/2000).
El artículo 9 dispone que: “El Procedimiento Técnico - Administrativo de Evaluación de Impacto Ambiental está integrado por las siguientes etapas:
a. La presentación de la solicitud de categorización.
b. La categorización de las actividades, proyectos, programas y/o emprendimientos con relevante efecto y sin relevante efecto, según correspondiere. (Conforme texto Art. 4º de la Ley Nº 452 BOCBA Nº 1025 del 12/09/2000).
c. La presentación del Manifiesto de Impacto Ambiental acompañado de un Estudio Técnico de Impacto Ambiental.
d. El Dictamen Técnico.
e. La Audiencia Pública de los interesados y potenciales afectados.
f. La Declaración de Impacto Ambiental (DIA).
g. El Certificado de Aptitud Ambiental. ”
Con respecto a la categorización de los proyectos, el artículo 12 de la ley dispone: “Las actividades, proyectos, programas o emprendimientos se categorizan como de Impacto Ambiental con o sin relevante efecto, de acuerdo con la reglamentación de la presente ley, considerando los siguientes factores:
a. La clasificación del rubro.
b. La localización.
c. El riesgo potencial sobre los recursos aire, agua, suelo y subsuelo, según las normas sobre el particular vigentes en la Ciudad de Buenos Aires.
d. La dimensión.
e. La infraestructura de servicios públicos de la ciudad a utilizar.
f. Las potenciales alteraciones urbanas y ambientales.
(Conforme texto art. 6 de la ley 452 BOCBA Nº 1025 del 12/09/2000).”
Asimismo, el artículo 13 dice que: “Las actividades, proyectos, programas y/o emprendimientos de la siguiente lista enunciativa se presumen como de Impacto Ambiental con relevante efecto:
a. Las autopistas, autovías y líneas de ferrocarril y subterráneas y sus estaciones.
b. Los puertos comerciales y deportivos y los sistemas de recepción, manejo y/o control de los desechos de los barcos.
c. Los aeropuertos y helipuertos.
d. Los supermercados totales, supertiendas, centros de compras.
e. Los mercados concentradores en funcionamiento.
f. Las obras proyectadas sobre parcelas de más de 2.500 metros cuadrados que requieran el dictado de normas urbanísticas particulares.
g. Las centrales de producción de energía eléctrica y redes de transporte de las mismas
h. Los depósitos y expendedores de petróleo y sus derivados en gran escala y las estaciones de servicio de despacho o expendio de combustibles líquidos y/o gaseosos inflamables y fraccionadoras de gas envasado.
i. Las plantas siderúrgicas, elaboradoras y/o fraccionadoras de productos químicos, depósitos y molinos de cereales, parques industriales, incluidos los proyectos de su correspondiente infraestructura, y fabricación de cemento, cal, yeso y hormigón.
j. La ocupación o modificación de la costa y de las formaciones insulares que acrecieren, natural o artificialmente, en la porción del Río de la Plata de jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y del Riachuelo.
k. Las obras relevantes de infraestructura que desarrollen entes públicos o privados que presten servicios públicos.
l. Las plantas de tratamiento de aguas servidas. Las plantas destinadas al tratamiento, manipuleo, transporte y disposición final de residuos domiciliarios, patogénicos, patológicos, quimioterápicos, peligrosos y de los radiactivos provenientes de actividad medicinal, cualquiera sea el sistema empleado.
m. Las actividades o usos a desarrollar en áreas ambientalmente críticas, según lo establezca la reglamentación.
n. Las obras que demanden la deforestación relevante de terrenos públicos o privados y la disminución del terreno absorbente, según surja de la reglamentación de la presente.
o. Las ferias, centros deportivos, salas de juegos y lugares de diversión, según surja de la reglamentación de la presente.
p. Los grandes emprendimientos que por su magnitud impliquen superar la capacidad de la infraestructura vial o de servicios existentes.
(Conforme texto Art. 13º de la Ley Nº 452 BOCBA Nº 1025 del 12/09/2000).”
Con respecto al dictamen técnico de categorización, el artículo 21 establece que: “La autoridad de aplicación procede a efectuar un análisis del Estudio Técnico de Impacto Ambiental con el objeto de elaborar el Dictamen Técnico…”. Artículo 22: “A fin de cumplimentar el artículo precedente la Autoridad de Aplicación puede solicitar dentro de los quince (15) días de la presentación – en los casos que lo estime necesario- modificaciones o propuestas alternativas al proyecto.”
En la Resolución Nº 873/04, el Subsecretario de Medio Ambiente dispuso en su artículo 2 que: “El titular de la Dirección General de Política y Evaluación Ambiental, dependiente de esta Subsecretaría tendrá a su cargo la categorización y otorgamiento del Certificado de Aptitud Ambiental de las actividades, proyectos, programas y/o emprendimientos referenciados en el Anexo VI del Decreto Nº 1352/GCABA/02, como sujetos a categorización (s/c), y que resulten Sin Relevante Efecto Ambiental (SER), como así también la firma de los documentos correspondientes”
Con respecto a los convenios celebrados entre el GCBA y la Municipalidad de Vicente López de la Provincia de Buenos Aires el artículo 80 inc 8 de la Constitución local dispone que: “La legislatura de la Ciudad…” “…8.- aprueba o rechaza los tratados, convenios y acuerdos celebrados por el Gobernador.”
Asimismo el artículo 104 inc. 2 de dicha norma prevé: “Atribuciones y facultades del Jefe de Gobierno:…” “…2.- Formula y dirige las políticas pública y ejecuta las leyes.”
Y el inciso 3 dice: “…3.- Concluye y firma los tratados, convenios y acuerdos internacionales e interjurisdiccionales. También puede celebrar convenios con entes públicos nacionales, provinciales, municipales y extranjeros y con organismos internacionales, y acuerdos para formar regiones con las Provincias y Municipios, en especial con la Provincia de Buenos Aires y sus municipios respecto del área metropolitana, en todos los casos con aprobación de la Legislatura.”
VIII.- Sentado el marco normativo general aplicable, en el acotado margen de conocimiento que caracteriza a la protección cautelar, cabe señalar que los elementos acompañados a la causa no permiten realizar, al presente, un juicio de probabilidad positivo del derecho cuya tutela se solicita. Lo alegado en cuanto a la verosimilitud del derecho, no resulta suficiente en estas instancias para acceder a lo pedido.
Vale recordar que se efectuará a continuación la evaluación de una probable ilegitimidad del comportamiento estatal cuestionado. No se trata de un análisis de certeza, sino de probabilidad, más tampoco se trata de un análisis de oportunidad, mérito o conveniencia: si resulta bueno, regular o malo, sino de legitimidad, específicamente de ilegitimidad manifiesta. No es resorte de este tribunal, como tribunal de justicia que es, se repite, efectuar un control de la oportunidad, mérito  y  conveniencia,  lo que debe ser debatido y evaluado a fin de resolver el conflicto en otros campos. 
Concretando, con los escasos elementos aportados hasta ahora a la causa, en esta etapa inicial del proceso y el informe producido por el GCBA, no se vislumbra, al menos en forma manifiesta, que la Resolución Nº 792/2014 que aprobó los Pliegos de Bases y Condiciones Particulares que tienen por objeto la contratación de la obra denominada “METROBUS CORREDOR NORTE” y llamó a licitación pública de la Obra Mayor Nº 1438 –SIGAF/14, implique en este momento una violación palmaria del derecho a un ambiente sano y equilibrado, así como de otros derechos enunciados por la parte actora como por ejemplo el derecho a participar de la habitantes de la CABA.
IX.- 1.- Respecto del derecho invocado por la parte actora a un ambiente sano y equilibrado, considerando las evaluaciones efectuadas hasta el momento por los órganos técnicos del GCBA, que prima facie recomendaron que la obra en cuestión sería considerada como de impacto ambiental sin relevante efecto, y teniendo en cuenta que la parte actora no ha acompañado hasta el momento ninguna prueba técnica o pericial que respalde sus dichos, cabe adelantar que con los escasos elementos aportados y el informe producido por la demandada, al menos para esta etapa del proceso, no quedaría demostrado que exista una violación manifiesta a los derechos invocados.
Además, cabe destacar que la propia demandada reconoce que, en forma previa a la firma de contrato correspondiente a la Licitación Pública de la Obra Mayor Nº 1438-SIGAF/14 para la construcción de la obra denominada “METROBUS NORTE”, se deberá acreditar el cumplimiento del Certificado de Aptitud Ambiental requerido por la ley 123 por lo cual, más allá de sus complejidades técnicas y normativas, podría resultar prematuro su análisis por parte de este tribunal en esta etapa del proceso.
Que, sin perjuicio de ello, es cierto que según un primer análisis efectuado hasta el momento por la Dirección General Evaluación Técnica de la Agencia de Protección Ambiental (APRA) del GCBA, mediante nota NO Nº 2014-13554509-DGET, se informó que el proyecto en cuestión “podría resultar categorizado como de IMPACTO AMBIENTAL SIN RELEVANTE EFECTO” (fs. 72)
En dicha nota el citado organismo destaca que “por expediente EX -2014- 7409642-MGEYA-DGTALAPRA se inició la tramitación del Certificado de Aptitud Ambiental para la obra en cuestión. No obstante, el proyecto se encuentra en evaluación y no fue categorizado al día de la fecha.”
Asimismo, tras el informe solicitado por este tribunal a fs. 59, el Subsecretario de Trasporte consideró a fs. 66/70 que, respecto de la comparación efectuada por la parte actora entre el “Metrobus 9 de julio” y el actual proyecto de “Metrobus Norte”, no sólo se debe tomar en cuenta que el mismo se desarrolla en dos jurisdicciones diferentes sino que además considerando sólo el tramo que se desarrolla dentro de la Ciudad de Buenos Aires que consta de 3 carriles exclusivos y paradores de 2.73 metros de ancho, el volumen de la obra es mucho menor al realizado sobre la Av. 9 de julio.
Agregó que el Metrobus 9 de julio, que resultó de relevante efecto, tuvo una superficie mucho mayor, con 4 carriles exclusivos y paradores de 8 metros de ancho. Además implicó la afectación de bulevares verdes todo a lo largo de la traza, con especies de árboles de gran porte y antigüedad. Que asimismo, se produjeron cambios en los recorridos de las líneas de autotransporte público de pasajeros, cuestiones que según se informó, no se producirán en el presente Proyecto.
Asimismo, acompañó un informe hídrico en el cual se concluye que la red pluvial existente no se verá modificada estructuralmente con la presencia del Metrobus.
Sin perjuicio de ello y pese a la referida nota suscripta por el Director General de la D.G. Evaluación Técnica (APRA) que concluye que el proyecto en cuestión “podría resultar categorizado como de IMPACTO AMBIENTAL SIN RELEVANTE EFECTO”, lo cierto es que aún no se encuentra definida la cuestión de si el proyecto debe ser categorizado o no de tal forma, por lo cual no puede considerarse aún, en esta etapa del proceso y con las escasas pruebas arrimadas, que el GCBA esté incumpliendo en forma manifiesta la normativa aplicable en violación de los derechos invocados.
Asimismo, es importante destacar que, como se dijo, no sólo no existe aún una decisión definitiva por parte de la demandada sobre el tema, sino que además tampoco  se encontraría firmado aún el contrato que dará inicio a la Obra Mayor Nº 1438- SIGAF/14, que según los propios dichos de la demandada no se realizará sin antes contar con el certificado de aptitud ambiental correspondiente.
Cabe destacar además que, más allá de lo expresado por la actora en el escrito de inicio respecto de que la obra resultaría -según su parecer- de “impacto ambiental con relevante efecto”, no se desprende concretamente cuáles serían las razones técnicas y jurídicas específicas en las que fundamentaría tal aseveración.
Hasta el momento no se ha acompañado prueba alguna que respalde sus dichos y que demuestre en forma concreta y específica que la obra en cuestión deba categorizarse de tal manera. Sólo se mencionó de manera genérica las presunciones que establece la normativa general (artículo 13 ley 123) respecto de los proyectos de obra y se hizo alusión a otras obras anteriores que sí fueron declaradas de relevante impacto ambiental.
Además, los únicos informes acompañados por la actora elaborados por distintas entidades sólo se refieren a ciertos aspectos, en especial al carácter inundable de la zona donde se intenta llevar adelante el proyecto (ver informe de fs. 53/55 producido por la Ing. Civil María Eva Koutsovitis y el mapa elaborado por la Dirección General de Defensa Civil de fs. 13) que señala que las obras se encuentran dentro de la Cuenca del Arroyo Medrano y de áreas inundables. Es decir que dichos informes no realizan un análisis integral de la cuestión sino que solamente parecen analizar ciertos aspectos de la cuestión.
En otro orden de ideas, según la normativa transcripta, más allá de las presunciones que allí se establecen, es competencia de la autoridad de aplicación la categorización y otorgamiento del Certificado de Aptitud Ambiental de las actividades, proyectos, programas y/o emprendimientos referenciados, como sujeto a categorización, circunstancia que según los dichos de la propia de demandada deberá ocurrir previo al inicio de las obras cuestionadas.
En virtud de lo hasta aquí expuesto, al no haberse determinado aún en forma definitiva si la obra en cuestión es o no de relevante impacto ambiental, tampoco se podría analizar en este momento si se ha violado en forma manifiesta el derecho a participar que surge de la normativa, que prevé una audiencia pública para el caso en que se declarase de impacto ambiental relevante.
Por todo ello, y sin perjuicio de la prueba que eventualmente se produzca en el futuro, es que deberá rechazarse la medida cautelar solicitada por la actora sobre este punto.
IX.-2.- Por otra parte, en relación a la necesidad de aprobación por parte de la Legislatura local de los convenios celebrados entre el GCBA y la Municipalidad de Vicente López, teniendo en cuenta la normativa transcripta y la información brindada hasta el momento, cabe arribar a la misma conclusión que se expuso precedentemente, en el sentido que no se observa una ilegitimidad manifiesta que en la actualidad haga verosímil el derecho invocado por la actora.
En primer lugar, corresponde distinguir el mentado Convenio Marco Nº 8/2014,  del Convenio Específico Nº 15.811, en tanto que a cada uno de ellos se le ha dado un trámite distinto.
En relación al primero de ellos, según la nueva información brindada a instancias de los informes solicitados por el tribunal, cabe destacar que la propia demandada expresó que a través del informe IF -2014-15804742-SSTRANS punto 3 ap. B, se ha convocado a reunión de diputados de dicha comisión para el día 4 de noviembre de 2014 a fin de dar tratamiento al citado Convenio Marco, por lo cual dicho tratamiento aún se encuentra en pleno trámite y se efectuaría incluso en forma previa a la fecha de apertura de ofertas de la licitación pública de Obra Mayor Nº 1438-SIGAF/14 para la construcción de la obra denominada “metrobus norte”, que según la referida Resolución Nº 872/MJGGC/14, fue prorrogada para el día 5 de noviembre de 2014.
En otras palabras, con respecto a este convenio, cualquier agravio respecto de su vigencia resultaría aún conjetural en tanto su tratamiento por parte de la Legislatura se encuentra previsto, según lo informado, para el día 4 de noviembre, es decir un día antes a la fecha prevista para la apertura de ofertas de la licitación pública a la que hace referencia la resolución 792/2014 impugnada por la actora.
Con respecto al convenio específico Nº 15.811, y la necesidad de su aprobación por parte de la Legislatura, la demandada señaló que el mismo sólo es complementario del Convenio Marco y fue suscripto por el Jefe de Gabinete de Ministros del GCBA por lo cual no le resultaría aplicable lo dispuesto en los artículos 80 inc 8 y 104 inc 3 de la Constitución local.
Al respecto, cabe destacar que el objeto del Convenio Marco 8/2014 celebrado entre el GCBA y el referido municipio consistió en “…avanzar en el desarrollo y concreción de obras públicas de infraestructura que faciliten una mejor administración de las políticas públicas y de gestión, especialmente en materia hídrica y de transporte. En ese marco, las partes establecen las pautas que rigen en cada caso y se comprometen a analizar, proyectar, desarrollar, implementar, coordinar, contratar y ejecutar los trabajos que entienden necesarios para ello.” (art. 1) 
Asimismo, el artículo 2 del convenio expresamente prevé que: “La partes acordarán el plan de trabajo y/o de obras a llevar a cabo y realizarán los estudios técnicos correspondientes.Oportunamente, se confeccionarán y aprobarán, conforme se establezca en cada caso particular, los pliegos de bases y condiciones necesarios para llevar adelante la contratación respectiva al amparo de lo establecido en la legislación vigente.” 
Resulta elocuente además lo dispuesto en el artículo 4 del Convenio Marco que será tratado por la Legislatura en cuanto a que allí se prevé que: “La ciudad a través de sus Ministerios, Secretarías u organismos equivalentes del Poder Ejecutivo, de acuerdo a su competencia y en razón de la materia que se trate, El Municipio a través del Sr. Intendente, gestionarán y celebrarán los Convenios Específicos y/o Addendas que fueran necesarias a los fines de complementar, suplementar, ampliar y/o modificar el presente, formando parte del mismo.” –el destacado es propio-
En virtud de lo expresado por las partes en el convenio marco, teniendo en cuenta que los artículos 80 inc 8 y 104 inc. 3 sólo requieren la aprobación por parte de la Legislatura local de aquellos convenios celebrados por el “Gobernador” o “Jefe de Gobierno”, y dado que la parte actora no ha dado mayores argumentos por los cuales aun habiendo sido firmado por el Jefe de Gabinete el convenio de referencia debería haber sido remitido a la Legislatura local, no queda más que rechazar la medida cautelar en los que a ello respecta.
En definitiva, este tribunal considera que con los escasos argumentos y pruebas brindados por la parte actora, y teniendo especialmente en cuenta que actualmente la Legislatura de la Ciudad se encuentra tramitando el Convenio Marco de referencia con fecha fijada para su tratamiento, no se verifica, prima facie, una ilegitimidad manifiesta por acción u omisión que permita acceder a lo solicitado cautelarmente por la actora respecto de este punto.
Con este nivel de conocimiento en esta etapa del proceso, no se puede determinar la existencia de una ilegitimidad manifiesta, la verosimilitud del derecho de la actora. 
No se vislumbra en esta etapa del proceso una supresión o grave restricción de los derechos involucrados frente a los fines perseguidos. Ello, sin perjuicio del análisis de la prueba que pueda producirse en el presente proceso.
X.-Respecto del peligro en la demora, siendo que no existe un mínimo de verosimilitud no es necesario su tratamiento.
XI.-En definitiva, la totalidad del análisis efectuado se trata de una evaluación jurídica dentro de un proceso de limitado ámbito de conocimiento como el de las medidas cautelares y respecto de la probable ilegitimidad del comportamiento estatal cuestionado.
Lo hasta aquí expuesto impide tener por configurado aún en grado mínimo el requisito de la verosimilitud del derecho. La ausencia de este requisito no permite acceder a lo peticionado.
Por las razones expresadas más arriba, concluyo que no se encuentran configurados los requisitos necesarios para el otorgamiento de la medida cautelar que se solicita.
XII. Por todo lo expuesto, RESUELVO:
1. Desestimar la medida cautelar solicitada.
2. Regístrese y notifíquese a la parte actora.
 
 
Osvaldo O. Otheguy
Juez Contencioso Administrativo y Tributario
Ciudad Autónoma de Bs. As.
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